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Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación en subsidio del de reposición interpuesto por el apoderado del interno JUAN CARLOS HOYOS ROJAS, contra los autos proferidos por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el día seis (06) de enero y ocho (8) de febrero de dos mil seis (2006), respectivamente, por medio de los cuales se aplicó la figura de la dosificación jurídica de penas.
1.- PROVIDENCIA 

El señor Juez que vigila el cumplimiento de la pena que purga el señor JUAN CARLOS HOYOS, en el interlocutorio atacado, mencionó de manera inicial que era pertinente acceder a la petición en lo que hacía con declarar que era más favorable para el procesado realizar la acumulación jurídica de penas, que declarar la pena cumplida como había acontecido en el presente evento. Para ello, explicó que mientras se esperaban las copias de otra sentencia proferida en el Distrito Judicial de Armenia para efectos de la pretendida acumulación, se allegaron certificados laborales que permitieron otorgar redención de pena y como consecuencia de ello, al sumarse a la pena físicamente descontada, se superó la cantidad de sanción impuesta y por ende se había adoptado la decisión antes anotada.

No obstante, una vez arribaron las copias pedidas, ante la posibilidad de que el sentenciado comenzara a descontar otra sanción, sin la posibilidad de computar tanto el tiempo físico descontado como el laborado, era necesario reponer la decisión y revocar el acápite en el cual se concedió la libertad por pena cumplida al interno. Ello de todas maneras, no implicaba que se violara el non bis in idem al que se hacía referencia en la petición, ya que era una consecuencia de la ruptura de la unidad procesal, situación que no era imputable a ese juzgado.
Se ocupó enseguida de verificar si en el caso puesto a su consideración era factible proceder a la acumulación jurídica de penas; su conclusión fue afirmativa, habida cuenta de que las sentencias fueron proferidas en procesos diferentes, ninguno de los injustos penales fue cometido con posterioridad a alguno de los fallos de primera instancia y además, ninguna de las sanciones había sido ejecutada.
Tuvo en cuenta entonces, que de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y lo consagrado en el artículo 470 del C.P.P., la figura debía regirse por los mismos parámetros aplicados en los casos de concurso delictual. En ese orden de ideas, partió de la sanción más grave, aquélla proferida por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Armenia (Qdío.), el veintiuno (21) de diciembre de dos mil cuatro (2004), donde se impuso pena de ochenta y cuatro (84) meses de prisión. Por concepto de la otra condena por hurto calificado y agravado y, extorsión tentada, del orden de treinta y cuatro (34) meses y seis (6) días de prisión (originalmente fue por 38 meses de prisión, pero había sido modificada al aplicarse la rebaja establecida en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005) impuesta por el mismo Juzgado -sic-; estableció un incremento de dieciséis (16) meses más, con lo cual la sanción definitiva la tasó en cien (100) meses de prisión. 
En sustento de su decisión, acotó que se había tenido en cuenta la gravedad de los ilícitos ejecutados y el sistemático daño a las víctimas, lo que denotaba la intensidad del dolo, amén del daño creado, por lo que no podía pretenderse un tratamiento demasiado benigno. En cuanto a la sanción accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas, sería por el mismo lapso de la pena aflictiva de la libertad. 

2.- RECURSO 

El defensor manifestó su disenso frente a la providencia en los siguientes términos:

1) Tanto en la primera sentencia proferida por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Pereira, como en la segunda originada en el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Armenia (Qdío.), se consideró que existía un concurso de hechos punibles, el primero por hurto calificado y agravado, y en el segundo por secuestro simple; 2) En ambas sentencias al considerar tal concurso, lo que hicieron fue agravar la situación del interno, ya que se determinó que existió dicho concurso por unos mismos hechos y autor; 3) No es lógico que en ambos procesos y sentencias se haya establecido para los mismos hechos y autor la figura concursal, ya que se determinaba en el primero o en el segundo pero no en ambos, lo que impone al procesado un número mayor de meses a purgar; 4) Al aumentarse la pena por razón del concurso, se hizo lo mismo que en su momento realizaron el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira y su homólogo de la ciudad de Armenia (Qdío.); 5) Refiere que se está agravando la situación del interno, toda vez que en lo que hace con el secuestro simple no ha recibido beneficios como el descuento punitivo establecido en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005; tal delito quedó por fuera del conocimiento de la justicia especializada, por virtud de lo dispuesto en el artículo 35 de la Ley 906 de 2004 y, por tanto, en aplicación de los principios de favorabilidad e igualdad, puede gozar de los beneficios consagrados en la Ley 890 de 2004. De otro lado, no se le otorgó la rebaja del 50 % de la pena, por acogimiento a la sentencia anticipada, en lo referente con los delitos de hurto calificado y agravado y, extorsión tentada.
Solicitó el togado, que a su prohijado se le aplicaran todos y cada uno de los beneficios y rebajas que la ley dispone. 
3.- RECURSO HORIZONTAL
Al desatar el recurso de reposición, el señor Juez de primer grado acotó que nunca se planteó lo relacionado con rebajas por acogimiento a sentencia anticipada en aplicación del principio de favorabilidad, ni el descuento punitivo consagrado en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005, situaciones que podían ser objeto de otra solicitud, pero que no podían ser resueltas con ocasión de la presentación de un recurso.

En materia de la acumulación jurídica de penas, sostuvo que su actuar estuvo apegado a la reglamentación existente al respecto, realizando una tasación que consultaba criterios de justicia y equidad, ya que se le disminuyó la sanción al procesado en dieciocho (18) meses y seis (6) días, acorde con la gravedad de las conductas, el daño irrogado y la intensidad del dolo.

Las críticas efectuadas sobre la manera como se dosificaron cada uno de los fallos ahora acumulados, fueron objeto de estudio en su momento procesal, con oportunidad para las partes de debatir aquellos aspectos con los cuales no estuvieran de acuerdo, incluso, uno de ellos, fue objeto de apelación y confirmación en segunda instancia, razón por la cual, no era el Juzgado ejecutor competente para pronunciarse al respecto. 
En ese orden de ideas, decidió no reponer la providencia recurrida. 

4.- Para resolver, SE CONSIDERA 

La Sala es competente para resolver el recurso de apelación interpuesto de manera subsidiaria al de reposición, respecto del auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad.

En lo que es materia de la alzada, debe decirse ab initio, que se observa falta de técnica jurídica en la sustentación de la impugnación que hiciera el profesional que representa los intereses del interno, toda vez que para efectos de los recursos horizontal (reposición) y vertical (apelación) impetrados, sólo era permitido hacer alusión a los específicos tópicos contemplados en la petición inicial o en las providencias emitidas. Por tanto, habida cuenta que lo relacionado con la aplicación del principio de favorabilidad para obtener una rebaja punitiva o la pretendida disminución de pena contemplada en la otrora vigente norma contenida en el artículo 70
 de la Ley 975 de 2005, al ser aspectos sobre los cuales no existió pronunciamiento en la primera instancia, no es factible que esta Corporación estudie tales temas y por tanto, se abstendrá de pronunciarse al respecto.
Dilucidado lo anterior, y de cara a la razón de ser de la inconformidad manifestada sobre la dosificación punitiva realizada al decretarse la acumulación jurídica de penas, debe advertir la Sala que una vez revisados los sendos procesos adelantados contra el señor HOYOS RIVERA, no se encuentra que la decisión adoptada haya sido arbitraria o caprichosa, sino que por el contrario, fue el producto de una adecuada interpretación de las normas que regulan tal figura, como quiera que el sentenciado obtuvo un notable descuento de la totalidad de la pena a purgar. En ese sentido, era inevitable partir de la sanción mayor para luego aumentar hasta otro tanto, empero, el incremento realizado aparece como justo y proporcional, toda vez que se tuvieron en cuenta la modalidad de las conductas, su gravedad, la intensidad del dolo y el daño causado, tal como lo evidencian los procesos adelantados.

Probablemente, el apelante tenga la convicción de que por tratarse de situaciones conexas, dado que tuvieron origen en la aprehensión de dos (2) personas, a quienes se despojó de un automotor, para luego exigir dinero a cambio de la entrega del rodante, debió tomar el delito con mayor sanción y a partir de él, empezar a realizar los incrementos punitivos por razón de un eventual concurso, de tal manera que para las otras conductas punibles correspondiera un incremento punitivo exactamente igual. Pero ello no puede ser posible en el presente caso, debido a que en primer lugar se rompió la unidad procesal al no ser aceptados los cargos por el concurso de secuestros simples, por parte del en ese entonces procesado, con lo cual, necesariamente correspondió a otra autoridad judicial proferir la sentencia correspondiente a tales delitos, la cual se edificó dentro de los límites que la autonomía judicial consagra. Por demás, la calidad de bienes jurídicos tutelados que resultaron comprometidos con el accionar del señor HOYOS RIVERA, estructurantes de conductas punibles independientes, en el entendido que los unos no eran consecuencia ineludible de los otros, impedía que al momento de redosificarse la sanción se aplicara un criterio más favorable.

Con todo, proceder en la manera pedida por la defensa del sentenciado, equivaldría a modificar sentencias que están debidamente ejecutoriadas y han hecho tránsito a cosa juzgada, por fuera de la competencia asignada durante la etapa de la ejecución de la pena. Sin embargo, debe destacarse que tal vez no se ha avizorado que si a la sanción mayor (secuestro en modalidad concursal), del orden de ochenta y cuatro (84) meses de prisión, se le han aumentado tan sólo dieciséis (16) meses por concepto de los otros dos (2) delitos (hurto calificado y agravado y, extorsión tentada), significa que cada uno de ellos representa una sanción de ocho (8) meses, muy inferior a la que normalmente representaría cada uno de ellos individualmente considerado. Desde esta perspectiva, no ve la Sala posible una situación más benéfica para el recluso y en consecuencia será confirmada la providencia impugnada.
4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la providencia proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, que fuera objeto del recurso de apelación.
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Secretaria 
� Los artículos 70 y 71 de la Ley 975 de 2005 fueron declarados inexequibles por vicios en su trámite en el Congreso, según Comunicado de Prensa de la Presidencia de la Corte Constitucional, del 19-05-2006.
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